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Resumen

La última década y media ha registrado transformaciones significativas en la legislación sobre 
rupturas matrimoniales. Una de las reformas con mayor impacto ha sido la posibilidad de la 
custodia compartida. A pesar de que estas regulaciones no han cesado de promulgarse, no 
existe un estudio como el presente, que relacione la legislación con la práctica de la custodia 
compartida en España. Este artículo utiliza como principal fuente de datos la Estadística de 
nulidades, separaciones y divorcios del INE, analizada a partir de sus microdatos. Se concluye 
que la existencia de una ley específica ha impulsado la custodia compartida, si bien esta práctica 
ha aumentado en aquellas comunidades autónomas donde ya era más frecuente con anterio-
ridad. Ahora bien, otras variables intervienen en la asignación de custodias compartidas, como 
confirman los casos de Baleares o Comunidad Valenciana.
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Abstract

Over the last decade and a half, the legislation on marital ruptures has experienced significant 
changes with the possibility of shared custody being one of the reforms with greater impact. 
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Although these regulations have not ceased to be enacted, there is no study, such as this one, 
that relates legislation and practice of shared custody in Spain. This article uses the INE Statis-
tics of nullities, separations and divorces, as the main data source analyzing it from its microdata. 
It is concluded that the existence of a specific law has triggered shared custodies; however, this 
practice has increased in those Autonomous Communities where it was previously more 
frequent. Yet, other variables also intervene in the assignment of shared custodies, as confirmed 
by the cases of the Balearic Islands or the Valencian Community.

Keywords: marriage break, divorce, shared custody, family legislation. 

INTRODUCCIÓN

En línea con una tendencia internacional, la sociedad española se ha transformado 
aceleradamente. Los cambios sociales, si cabe más en España, han registrado un ritmo 
nunca visto antes en la historia y se asientan de tal forma que apenas ofrecen tiempo 
de reflexión y análisis. Es muy gráfica la imagen que Bauman (2011) utilizaba del pati-
nador que, sobre una capa de fino hielo, se desliza rápidamente sin poder (querer) 
detenerse, pues su parada supondría romper el hielo y caer. Sin duda, genial imagen 
de lo que es la vida personal y social actual.

Quizás resulta llamativo planteárselo, pero la realidad es que las transformaciones 
respecto a rupturas matrimoniales y custodias son muy recientes. Apenas hace quince 
años era obligatorio separarse antes de divorciarse y había que acogerse a una causa si 
no existía acuerdo. Además, no era posible el matrimonio para parejas homosexuales 
y la custodia compartida casi ni se planteaba. Parece un panorama del pasado, pero se 
remonta a una década y media, concentrándose muchos de estos cambios en el 
año 2005. 

Fue precisamente la Ley 15/20051 la que permitió normalizar una situación que ya 
había sido reconocida en nuestro entorno europeo (Alemania en 1997, Holanda en 
1998, Austria en 2001 o Francia en 2002): la introducción de la figura de la custodia 
compartida. Relacionado con esa nueva situación, pocos años después de la aproba-
ción de dicha ley, en distintas comunidades autónomas (CC. AA. en adelante) como 
Aragón, Cataluña o Navarra, entre otras, se comenzó a legislar sobre las situaciones y 
las relaciones con los menores tras el divorcio (Solsona et al., 2017). 

Este trabajo tiene por objeto de estudio la custodia, y presta especial atención a la 
modalidad compartida, por lo que resulta preciso definir el concepto. La custodia hace 
referencia al cuidado diario y remite, por tanto, a la corresidencia y al tiempo y al 
espacio compartido entre cada progenitor y sus hijos menores (Solsona et al., 2017). 
La custodia compartida se entiende como la modalidad que permite a cada uno de los 

1.	 Ley 15/2005, por la que se modifica el Código Civil y la Ley de enjuiciamiento civil en materia 
de separación y divorcio (BOE, 163: 24458-24461).
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progenitores tener a los hijos durante un período del año, en el que ejercen plenos 
derechos de custodia y tienen un régimen de visitas en el tiempo restante. Es aquella 
en la que ambos progenitores se encargan de forma conjunta, periódica o rotatoria, del 
cuidado, atención y educación de los hijos (Catalán, 2015).

La atención a la atribución de la custodia de los hijos ha ido ganando relevancia 
progresiva en el ámbito científico, y se han ocupado de ella diferentes disciplinas como 
el derecho, la psicología o la sociología. De esta forma, se ha identificado un conjunto 
de variables, tanto nacionales como internacionales, que influyen en la asignación de 
la custodia: la edad de los cónyuges, la tenencia de hijos menores o mayores depen-
dientes y el demandante del proceso, entre otras (Juby et al., 2005; Cancian y Meyer, 
1998; Chausseborg et al., 2009; Teachman y Polonko, 1990; Jousselme, 2008).

Dentro de este corpus de variables se incluye también la existencia de la legislación 
y el impacto que esta tiene en materia de asignación de custodia. Algunos estudios han 
analizado la importancia que tiene dicha regulación, concluyendo que la disposición 
de una ley específica que favorezca el pacto entre cónyuges respecto al cuidado de los 
hijos favorece la coparentalidad después de la ruptura (Solsona Spijker y Ajenjo, 
2017). Sin embargo, el análisis de la relación entre el aspecto legal y la asignación de 
custodia compartida no ha tenido amplio seguimiento en España. Además, centrar el 
foco sobre la relación de esta variable y la práctica real de la custodia compartida 
resulta más que interesante, ya que determinadas CC. AA. poseen legislaciones propias 
que regulan la asignación de la custodia, mientras que en otras no existe ningún tipo 
de ordenamiento específico. Estas regulaciones autonómicas se han ido aprobando de 
forma progresiva desde 2010, en algunos casos con ciertas dificultades y polémica, lo 
que ha generado porcentajes muy diferentes en las distintas modalidades de custodia 
entre territorios. Ante esto, surge una cuestión relativa a la construcción de la realidad 
social (Berger y Luckmman, 2003): ¿cuál es la relación entre el aspecto legal y la asig-
nación de custodia compartida?

Por esto, se establece como objetivo general averiguar si la existencia de regulación 
específica en materia de custodia se erige en una variable relevante para la asignación 
de la custodia compartida y para conocer posibles diferencias y similitudes entre 
CC. AA. Aunque algunas áreas, como la reforma del Código Civil o las sentencias del 
Tribunal Supremo son de ámbito nacional, el marco analítico es, en muchos casos, 
necesariamente autonómico. Para ello, en primer lugar se presentan las áreas determi-
nantes para el análisis del aspecto legal. En segundo lugar, y tras la oportuna revisión 
de la literatura existente, se muestra la importancia que determinadas variables tienen 
en la asignación de la custodia. Tras esto, se presenta la metodología utilizada, los 
principales resultados hallados y las conclusiones obtenidas.

ÁREAS DETERMINANTES EN EL ANÁLISIS DEL IMPACTO LEGAL 

Analizar el impacto que sobre la asignación de la custodia compartida tiene el 
aspecto legal conduce, de forma inevitable, a considerar tres áreas clave. En primer 
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lugar, la génesis de las modificaciones, y por tanto del periodo analizado, tiene su 
origen en la reforma del Código Civil de 2005. La Ley 15/2005 de 8 de julio 
marcará un punto de inflexión en el debate sobre la custodia compartida; ya que 
realiza una serie de cambios determinantes en el proceso de ruptura matrimonial, 
especialmente en lo referente al ejercicio de la guarda y custodia. Con esta legisla-
ción se avanza en la medida que la corresponsabilidad parental es la que debe 
marcar las relaciones familiares entre padres e hijos, entendida como un reparto 
equitativo de los derechos y deberes de los progenitores, que se basa en el derecho 
del hijo a seguir manteniendo un contacto directo y regular con cada uno de sus 
progenitores. El eje vertebrador de la decisión de custodia es el beneficio del menor, 
que debe determinar cómo se relacionará con los distintos progenitores en los 
periodos de convivencia o no convivencia, cumpliendo el principio de correspon-
sabilidad (Tamayo-Haya, 2008).

Por primera vez, en esta legislación se contemplaba que los cónyuges pudieran 
decidir si la custodia y guardia de los hijos se llevaría a cabo de forma exclusiva o 
compartida (Flaquer, 2015). La opción de custodia compartida era la novedad que 
durante mucho tiempo eclipsó esta reforma de 2005 y se convirtió en protagonista de 
la misma, a pesar de los muchos otros aspectos que modificaba (Becerril, 2014). No 
obstante, aunque su aparición formal en el articulado era un aspecto novedoso, su 
inclusión formal fue muy cuestionada desde el principio (Alascio, 2011) y se eviden-
ciaron las fuertes presiones que, sobre este punto en concreto, ejercieron distintos 
grupos (Rivera, 2005). En todo caso, se había concretado una reforma fundamental. 
Y su impacto fue muy determinante en la asignación de custodias en España (Solsona, 
2015; Spijker, 2012).

Un segundo actor muy significativo en el cambio sobre las custodias ha sido el 
Tribunal Supremo. Dado que la ley de 2005 no era clara, e incluso contenía aspectos 
inconstitucionales, es el Tribunal Supremo quien a través de toda una serie de senten-
cias ha ido definiendo la postura que adoptar. Este tribunal define una nueva orienta-
ción en el terreno de las custodias compartidas (Arego-Casademunt, 2016) y se 
convierte en un auténtico «ariete» del cambio (Torres-Perea, 2011). Ya en su sentencia 
de 8 de octubre de 2009, el Tribunal Supremo otorga la custodia compartida a un 
padre por petición individual de este, y dada la falta de criterios, los formula para 
proteger el interés del menor y guiar a la autoridad judicial2. 

En 2010, el Tribunal Supremo dicta otras dos sentencias especialmente significa-
tivas. En la de 10 marzo, profundiza en su consideración de la custodia compartida, 
argumentando que la misma debe conceptualizarse como una nueva realidad y que, 
desde luego, no es un premio o un castigo hacia un determinado progenitor3. Pero sin 

2.	 Tribunal Supremo. Sentencia 623/2009 (Sala de lo Civil, Sección 1.ª), de 8 de octubre de 2009 
(1471/2006).

3.	 Tribunal Supremo. Sentencia 94/2010 (Sala de lo Civil, Sección 1.ª), de 10 de marzo de 2010 
(319/2008).
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duda, fue la sentencia de octubre de 2010 la que tuvo mayor repercusión, donde 
aborda la cuestión de la excepcionalidad de la custodia compartida, que no implica 
decidir en perjuicio de este tipo custodias, sino primar el interés del menor4. Posterior-
mente, el apoyo a la custodia compartida es tal que en la sentencia de 29 de abril de 
2013, el Tribunal Supremo confirma que no solo no la considera excepcional, sino 
que debe ser normal y deseable5. Es más, años después el Tribunal Supremo ha dicta-
minado a favor de la custodia compartida incluso cuando la medida no hubiera sido 
solicitada desde el principio6 o aunque existiera cierta conflictividad razonable entre 
los progenitores7.

Dada la discordancia en muchos juzgados y audiencias, de nuevo el Tribunal 
Supremo se pronunció el 29 de marzo de 2016, instando a la Audiencia Provincial de 
Madrid para que siguiera la tendencia marcada por su doctrina8. Es evidente la 
voluntad del Tribunal Supremo en favor de la normalización de la custodia compar-
tida. También es obvio que la reiteración de sentencias a lo largo de los años indica las 
dificultades en relación con este tema, incluso dentro del sistema judicial reglamen-
tado y jerárquico.

Por último, aunque no por ello menos importante (sino al contario), desde 2010 
se inicia la presencia de regulaciones específicas de las relaciones entre padres e hijos 
dentro de las legislaciones autonómicas. La Comunidad de Aragón es la primera en 
regular la custodia compartida en los procesos de divorcio, favoreciendo e impulsando 
su otorgamiento9. Será el 8 de septiembre de 2010 cuando entre en vigor la «Ley 
2/2010 de igualdad de las relaciones familiares ante la ruptura de convivencia de los 
padres», cuyo objetivo declarado es promover el ejercicio de la custodia de forma 
compartida por ambos padres en desarrollo del interés y protección a los menores, a la 
vez que el favorecimiento de la igualdad entre el varón y la mujer. Entre las ventajas se 
detallan además la reducción de la litigiosidad entre las partes, el mantenimiento de 
lazos afectivos y relación con ambos padres, así como una mejor aceptación por parte 
del hijo de la nueva situación familiar. El objetivo explícito era superar la preferencia 
legal de la custodia individual para, mientras no se demuestre lo contrario, otorgar 
preferencia a la modalidad compartida (Serrano, 2013).

4.	 Tribunal Supremo. Sentencia 584/2010 (Sala de lo Civil, Sección 1.ª), de 10 de octubre de 
2010 (2305/2006).

5.	 Tribunal Supremo. Sentencia 257/2013 (Sala de lo Civil, Sección 1.ª), de 29 de abril de 2013 
(2525/2011).

6.	 Tribunal Supremo. Sentencia 758/2013 (Sala de lo Civil, Sección 1.ª), de 25 de noviembre de 
2013 (2637/2012).

7.	 Tribunal Supremo. Sentencia 52/2015 (Sala de lo Civil, Sección 1.ª), de 16 de febrero de 2015 
(2827/2013).

8.	 Tribunal Supremo Sentencia 194/2016 (Sala de lo Civil, Sección 1.ª), de 29 de marzo de 2016 
(1159/2015).

9.	 Gobierno de Aragón. Ley 2/2010 de 26 de mayo de igualdad de las relaciones familiares ante la 
ruptura de convivencia de los padres (Boletín Oficial de Aragón, 111, 8-6-2010).
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A diferencia de Aragón y del resto de comunidades autónomas, en Cataluña no se 
dictó una ley específica sobre relaciones familiares que regulara la custodia. El cambio 
normativo se sanciona en la aprobación del libro segundo del Código Civil relativo a la 
persona y la familia10, que entró en vigor el 1 de enero de 2011. El objetivo de la reforma 
catalana es mucho más amplio que los regímenes de custodia, pero incluye un articulado 
específico sobre esta cuestión, alentados por la promoción de la coparentalidad. Se 
entiende que debe permanecer la responsabilidad compartida de los progenitores, pues 
la igualdad de derechos y obligaciones elimina la dinámica de ganadores y perdedores del 
divorcio, así como favorece la colaboración en los aspectos afectivos, educativos y econó-
micos. Aparece como instrumento básico el Plan de Parentalidad que recoge la forma en 
la que los progenitores van a ejercer las responsabilidades parentales (Gómez, 2016).

En la Comunidad Valenciana, la «Ley 5/2011 de relaciones familiares de los hijos 
e hijas cuyos progenitores no conviven» entró en vigor en mayo de 201111 y es, sin 
duda, la norma de este tipo que más avatares ha sufrido. Al poco tiempo de entrar en 
vigor se suspendió cautelarmente en julio, debido a un recurso de inconstituciona-
lidad interpuesto por el Gobierno español. No fue hasta diciembre de 2011 cuando el 
Tribunal Constitucional decidió levantar la suspensión, pero, finalmente, por sentencia 
del día 16 de noviembre de 2016 anuló dicha ley. En el aspecto formal, la ley valen-
ciana se realiza, como la aragonesa, de forma específica para regular relaciones fami-
liares, con un peso muy determinante la regulación de la guarda y custodia (Gómez, 
2016). Se plantea su existencia como respuesta a la necesidad de conciliar el interés 
superior del menor con el principio de igualdad de los progenitores, en términos de 
coparentalidad, y el derecho del menor a convivir con ambos. El artículo 5.2 especifica 
como regla general la custodia compartida, si bien no es una cuestión automática.

La Comunidad Foral de Navarra fue la cuarta que aprobó una ley con referencia a la 
custodia de los hijos con padres divorciados: la «Ley Foral 3/2011 sobre custodia de los 
hijos en los casos de ruptura de la convivencia de los padres»12. Entró en vigor el 28 de 
junio de 2011. La extensión de esta ley es la más breve de todas (tres artículos), pues se 
recomienda que se modifique el derecho foral de familia, donde estas cuestiones tienen 
su encuadre. En todo caso, es claro el apoyo a la custodia compartida como norma prefe-
rente (Suso et al., 2012). Por último, en 2015 el País Vasco aprobó la «Ley 7/2015 de 30 
de junio, de relaciones familiares en supuestos de separación o ruptura de los progenito-
res»13. Parte de una iniciativa legislativa popular que se había presentado en 2011 y que 

10.	 Generalitat de Cataluña. Ley 25/2010, de 29 de julio, del libro segundo del Código Civil de 
Cataluña, relativo a la persona y la familia (DOGC, 5686, 8-8-2010).

11.	 Generalitat Valenciana. Ley 5/2011, de 1 de abril, de relaciones familiares de los hijos e hijas 
cuyos progenitores no conviven (DOGV 6495, 5-5-2011).

12.	 Gobierno de Navarra. Ley Foral Ley Foral 3/2011, de 17 de marzo, sobre custodia de los hijos 
en los casos de ruptura de la convivencia de los padres (BON de 28-3-2011).

13.	 Gobierno del País Vasco. Ley 7/2015, de 30 de junio, de relaciones familiares en supuestos de 
separación o ruptura de los progenitores (BOPV 129, de 10-7-2015).
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tardó cuatro años en concretarse. Se regula específicamente la custodia compartida, que 
se entiende como el régimen más adecuado, conjugando los principios de corresponsa-
bilidad parental con el derecho de los menores a la custodia compartida y la igualdad 
entre varones y mujeres. La ley entró en vigor el 10 de octubre de 2015.

En general, en todos los casos se favorece, de una forma más o menos contun-
dente, la aplicación de unos regímenes de corresponsabilidad parental que conduzcan 
a custodias más equilibradas o compartidas. Este impulso a las reformas tiene conti-
nuidad en distintas CC. AA., como por ejemplo la Junta de Galicia o el Gobierno de 
Islas Baleares. 

Dentro del contexto legal y social reflejado, el interés se centra en la determinación 
de la asignación de custodias. En este sentido, la cuestión se ha debatido mucho en 
otros países, pero muy poco en España.

EL IMPACTO LEGAL EN LA ASIGNACIÓN DE LA CUSTODIA 

Tanto a nivel internacional (Jousselme, 2008; Yeung et. al., 2001; Allen y Brinig, 
2011) como nacional (Spijker, 2012; Picontó, 2012; Flaquer, 2015; Ruíz y Alcázar, 
2017), hace tiempo que la custodia de los hijos tras el divorcio es objeto de estudio, 
identificándose diversas variables asociadas a la asignación de la custodia final senten-
ciada. El reconocimiento de las mismas sirve para su posterior utilización en el análisis, 
ya que han sido testadas en multitud de investigaciones14.

Número de hijos

Para esta variable los resultados previos son dispares. Maccoby y Mnookin (1992) 
indican que la compartida es más probable en parejas con un solo hijo, mientras que 
disminuye su presencia conforme aumentan los hijos en común. Por el contrario, ni 
Cancian y Meyer (1998) ni Teachman y Polonko (1990) observan una relación signi-
ficativa en esta variable.

La edad de los cónyuges

La tendencia general observada es que la probabilidad de custodia compartida es 
alta en madres muy jóvenes (antes de los veinte años), desciende en las madres 

14.	 Ciertamente otros aspectos como la figura judicial, los equipos psicosociales, PIB, tasas de 
empleo o desempleo, entre otros, son variables a tener en cuenta en la asignación de la custodia 
compartida. Sin embargo, la dificultad para encontrar datos, su inexistencia o la difícil inclu-
sión de estas en el análisis realizado hace que no se consideren en este caso.
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veinteañeras y en los primeros años de la treintena, para ascender de los 33 años en 
adelante (Juby et al., 2005; Cancian y Meyer, 1998).

Fallo de la sentencia (consensuada o no)

También es bastante importante, y existe relación entre que el proceso sea consen-
suado o conflictivo y la asignación de custodias (Becerril y Jiménez, 2017). La custodia 
compartida es más probable en situaciones de baja conflictividad en la pareja (Chaus-
seborg et al., 2009). Así, por ejemplo, el 81 % de las custodias compartidas que se 
otorgan en Francia son por acuerdo (Jousselme, 2008). 

Demandante del divorcio

Si la mujer solicita el divorcio, suele tener, en mayor medida, la custodia monopa-
rental (Allen y Brinig, 2011). En realidad, el mecanismo es más bien a la inversa, esto 
es, que la mujer demanda el divorcio, mayoritariamente, porque tiene una probabi-
lidad muy superior de quedarse con la guarda y custodia. Allen y Brinig (2011) 
examinan distintos factores, como el poder en la pareja o las ganancias económicas. 
Concluyen que, de todos los factores, la posibilidad de quedar con los hijos es el más 
determinante para solicitar el divorcio.

Impacto legal

Concretamente, respecto al impacto legal se observan numerosas investigaciones 
en el ámbito internacional, cosa que no sucede a nivel nacional. En el primero, las 
investigaciones desarrolladas han verificado una fuerte determinación de los cambios 
legales sobre la asignación de la guarda y custodia. Así, uno de los primeros trabajos es 
el de Allen y Brinig (2011). Se centran en Oregón, donde en 1997 modificaron la ley 
hacia la preferencia por la custodia compartida. Verifican que la presencia de una 
ley que favorece la compartida es una variable clave en la determinación de la asigna-
ción de custodias. Sus datos muestran que esta reforma provoca una disminución del 
porcentaje de custodias para la madre, a la vez que un incremento en las exclusivas 
para el padre, pero, sorprendentemente, poco cambio en la custodia compartida. 
Quizá en estos resultados condicione el poco tiempo transcurrido, pues la reforma de 
Oregón es de 1997 y los datos analizados son únicamente hasta 2002.

Otras investigaciones sí han confirmado que, desde luego, el efecto inmediato es el 
descenso de las custodias monoparentales de las madres, como ocurrió en Austria 
(Atteneder y Halla, 2007; Böheim et al., 2012). Atteneder y Halla (2007) identifican 
además que el peso del sexo del menor desaparece. Antes de la reforma, las madres 
tenían más probabilidad de quedarse con sus hijas en exclusividad que con sus hijos. 
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Una vez se reforma la ley sobre preferencias en las custodias, el sexo del menor no tiene 
impacto. Por su parte, Böheim et al. (2012) encuentran otro efecto añadido de las 
reformas legales tendentes a la compartida, que es la reducción de la tasa de divorcio y 
el aumento de los matrimonios. Lo explican por la mayor implicación del varón en las 
relaciones de pareja, algo ya detectado en las reformas de Estados Unidos (Halla, 2009).

Si atendemos al caso de Holanda, la reforma de 1998 reguló la custodia 
compartida como norma. El efecto fue que una década después de estos cambios 
la compartida se había triplicado, pasando del 5 % de 1998 al 16 % en 2008 (Spruijt 
y Duindam, 2009). En una realidad más cercana a la española, Blasio y Vuri (2013) 
han investigado el impacto de la reforma legal italiana del 2006 sobre la asignación de 
custodias. Su periodo de referencia es desde el 2000 al 2010. Tras el cambio legal, se 
comprueba un mayor porcentaje de custodia compartida, decreciendo continuamente 
la custodia exclusiva de la madre. Por el contrario, las custodias que apenas se alteran 
y tienen una presencia testimonial son las de los padres. Así pues, en el entorno occi-
dental parece evidente que la custodia compartida se ha visto favorecido fuertemente 
tras las reformas legales, ya que su presencia ha aumentado progresivamente.

En todo caso, los cambios legislativos tienen otras consecuencias. Por ejemplo, los 
progenitores reducen su conflicto. Esto es debido a que se alcanza un mayor nivel de 
mediación y negociación que en custodias monoparentales (Allen y Brinig, 2011; 
Atteneder y Halla, 2007). De esta forma, disminuyen considerablemente los costes 
económicos y emocionales que el divorcio puede suponer. Pero, por el contrario, y de 
forma excepcional, para el caso de Italia, Blasio y Vuri (2013) verifican un incremento 
en los procesos no consensuados. Los propios autores reconocen que estos resultados 
pueden deberse a la mala aplicación que la reforma legal ha tenido en los juzgados. En 
este sentido, en Austria, con una ley similar, sí ha aumentado el consenso en los 
procesos de divorcio, lo que demostraría que no es la reforma en sí, sino su aplicación 
lo que ha fallado en el caso de Italia.

Para España, la investigación de Briones y Villanueva (2014) podría considerarse 
un precedente parcial. Es muy interesante su análisis de los procesos de modificación 
de medidas en un juzgado de la Comunidad Valenciana. Pese a lo limitado de su 
muestra, es posible concluir que, al contrario de lo esperado, la modificación de 
medidas no solo no aumentó, sino que disminuyó al año siguiente de la entrada en 
vigor de la ley valenciana. Otros hallazgos son que tampoco parece haber calado una 
inclinación clara hacia la custodia compartida, ni en la motivación principal de las 
demandas de modificación presentadas (únicamente un 26,4 % de los padres tiene esa 
motivación principal) ni en la propia realidad sentenciada (sólo un 7,5 % de las senten-
cias cambiaron la situación hacia una custodia compartida). Probablemente en estos 
resultados influyan varios factores, como son el pequeño tamaño de la muestra y la 
consideración de solo un año de tiempo, pero son la referencia con relativa mayor rela-
ción con el objeto de este análisis.

Con todo esto, lo que el trabajo plantea será precisamente, desde un marco 
nacional y autonómico, observar las tendencias de la asignación de custodias y el 
impacto que las diferentes regulaciones legislativas han tenido a este respecto. Especial 
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atención dedicaremos a la Comunidad Valenciana, ya que es un ejemplo único donde 
la entrada en vigor de una ley que favorece la custodia compartida ha sido luego 
anulada, lo que ha dado lugar a una región donde ha estado vigente y posteriormente 
ha desaparecido una reforma legal, hecho excepcional en España.

El objetivo general puede subdividirse en varios objetivos específicos:

a)	� averiguar si la existencia de leyes específicas en materia de custodia se erigen 
en una variable relacionada con la asignación de la custodia compartida;

b)	� conocer la influencia específica de los cambios normativos sobre los procesos 
de custodia compartida, su evolución y posibles diferencias y similitudes en la 
cantidad que de esta modalidad se da en las CC. AA.;

c)	� analizar, en concreto, el caso de aparición y suspensión de cambios legales, 
hecho ocurrido en la Comunidad Valenciana.

Las hipótesis planteadas son:

a)	� la existencia de regulaciones específicas en materia de custodia es uno de los 
principales factores relacionados con la asignación de la modalidad compartida;

b)	� las CC. AA. con legislación propia en custodia poseen un mayor porcentaje 
de custodia compartida que las que no poseen ordenamiento propio;

c)	� para el caso de la Comunidad Valenciana se espera que la presencia de legis-
lación propia haya favorecido el aumento de sentencias con custodia compar-
tida, mientras que su derogación es probable que detenga esta progresión.

METODOLOGÍA

El método utilizado es de carácter cuantitativo, mediante la selección, utilización y 
explotación de datos secundarios. Concretamente, se utiliza la Estadística de nulidades, 
separaciones y divorcios (ENSD), proporcionada por el Instituto Nacional de Estadística 
(INE). Es la única fuente de información para conocer la evolución de la asignación de 
las distintas modalidades de custodia según la comunidad autónoma seleccionada. Se 
trata de una estadística de carácter anual, realizada por el INE en virtud de un acuerdo 
con el Consejo General del Poder Judicial y elaborada a partir de la información sobre 
sentencias que proporcionan distintos órganos judiciales competentes en esta materia. 
Esta estadística recoge datos referentes a las nulidades, separaciones y divorcios que se 
producen anualmente en España, e incluye diversos ítems como la edad de los cónyuges, 
número de hijos, nacionalidad, existencia de pensiones, tipo de custodia, etc.

La limitación de la fuente es que el dato específico de asignación de custodias se recoge 
únicamente desde 2007. Esto condiciona que no pueda construirse una serie amplia que 
pudiera, por ejemplo, servir para analizar la situación desde los años ochenta del siglo 
pasado. No obstante, dado que las transformaciones más significativas son de la última 
década y media sí permite obtener un periodo relativamente extenso para el análisis. El 
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último año disponible, y sobre el que se realizan las distintas técnicas estadísticas, es 201715. 
Dado que el INE ofrece unos resultados generales, la opción ha sido la adquisición de los 
microdatos, que ha permitido realizar distintas operaciones más detalladas para conseguir 
los objetivos del trabajo.

En cuanto al análisis de datos, se realiza en un primer lugar un análisis descriptivo 
para, posteriormente, presentar un análisis multivariante de correspondencias. Este 
permite resumir una gran cantidad de información en un pequeño número de dimen-
siones, en este caso para conocer la asociación y el sentido de esta entre CC. AA. y 
tipos de custodia. Asimismo, se emplea la técnica multivariante del análisis factorial, 
técnica de reducción de datos que pretende pasar de un número elevado de variables a 
otro más pequeño de elementos explicativos o factores que permitan explicar de una 
manera más sencilla esa realidad (Ferrán, 1996). Esta técnica permitirá ganar facilidad 
para interpretar la realidad al menor coste posible en términos de pérdida de informa-
ción. Concretamente, al ayudar a conocer el número mínimo de dimensiones capaces 
de explicar el máximo de información contenida en los datos, se podrá conocer la 
importancia, o no, del impacto legal.

Para determinar la adecuación del análisis, se emplean tanto el test de esfericidad 
de Barlett (que permite detectar la presencia de relación entre variables) como la 
medida KMO de adecuación de la muestra. El método utilizado para extraer los 
factores es el de componentes principales, el más adecuado para resumir la mayor 
parte posible de la información inicial (varianza) en el menor número de factores posi-
bles. Por último, se lleva a cabo una rotación varimax con la finalidad de lograr una 
solución que facilite la interpretación (Montoya, 2007). Las variables seleccionadas 
pueden consultarse en la tabla 1. Todas las operaciones estadísticas se han ejecutado 
mediante el software estadístico SPSS 20.0.

Tabla 1.
Variables utilizadas en el análisis

Custodia asignada 1.	 Modalidad exclusiva
2.	 Modalidad compartida

Tenencia de hijos menores 0: No
1,2,3 o más: Sí

Tenencia de hijos mayores 
dependientes

0: No
1,2,3 o más: Sí

Comunidad autónoma 
(existencia de ley propia 
o no)

Andalucía, Aragón, Asturias, I. Baleares, Canarias, Cantabria, 
Castilla y León, Castilla-La Mancha, Cataluña, C. Valenciana, 
Extremadura, Galicia, Madrid, Murcia, Navarra, País Vasco, 
La Rioja, Ceuta, Melilla.

15.	 Que las operaciones estadísticas se realicen, únicamente, sobre el año 2017 se debe a que apli-
cando las mismas técnicas a cada base de datos, desde 2007, los resultados del análisis factorial 
obtenidos siguen el mismo patrón.
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Fallo de la sentencia
1.	 Consensuado
2.	 No consensuado
3.	 No procede

Nacionalidad primer 
cónyuge

1.	 Española
2.	 Extranjera
3.	 No procede

Nacionalidad segundo 
cónyuge

1.	 Española
2.	 Extranjera
3.	 No procede

Edad primer cónyuge 18 hasta +65
Edad segundo cónyuge 18 hasta +65

Demandante del proceso
1.	 Primer cónyuge
2.	 Segundo cónyuge
3.	 Ambos

Fuente: elaboración propia a partir de datos de la ENSD.

RESULTADOS

A continuación, se procede a presentar los principales resultados obtenidos. En 
cuanto a la primera hipótesis, la existencia de regulaciones específicas en materia de 
custodia es uno de los principales factores relacionados con la asignación de la modalidad 
compartida, se puede afirmar que queda validada. Atendiendo al análisis factorial reali-
zado y, concretamente, a la matriz de componentes rotados, la variable CC. AA. (exis-
tencia o no de legislación propia) se encuentra en tercer lugar, por detrás de la tenencia 
de hijos y el fallo de la sentencia.

El estadístico KMO y la prueba de Bartlett indican la existencia de adecuación de 
la muestra, ya que el KMO, que varía entre 0 y 1, arroja un resultado de 0,716. Con 
este valor se evita el error de que las correlaciones entre los pares de variables no 
puedan ser explicadas por otras variables. Como medida, suele establecerse que los 
valores menores de 0,5 indican que no debe utilizarse el análisis factorial con los datos 
muestrales que se poseen (De la Fuente, 2011).

Tabla 2.
KMO y prueba de Bartlett

Medida de adecuación muestral de Kaiser-Meyer-Olkin. ,716

Prueba de esfericidad de Bartlett
Chi-cuadrado aproximado 2901,43
Gl 5
Sig. ,000

Fuente: elaboración propia a partir de datos de la ENSD (2017).



Revista Española de Ciencia Política. Núm. 53. Julio 2020, pp. 119-142

La relación entre reformas legales y la asignación de la custodia compartida en España…� 131

Atendiendo al cuadro de la varianza total explicada de cada componente, y cuáles 
han sido extraídos, se puede afirmar que entre los tres primeros componentes extraídos 
se acumula el 48,97 % de la variabilidad de las variables originales. Por último, visua-
lizando la matriz de componentes rotados (tabla 3) se puede confirmar que la CC. AA. 
(existencia de legislación propia o no) aparece como una variable con bastante peso.

Tabla 3.
Análisis factorial (matriz de componentes rotados)*

Variables

Disolución heterosexual

Componentes

1 2 3

CCAA ,080 ,238 ,744
Hijos menores de edad ,860 ,023 ,087
Hijos mayores de edad dependientes ,740 ,115 ,208
Edad primer cónyuge ,080 ,076 ,308
Nacionalidad primer cónyuge ,091 ,258 ,312
Edad segundo cónyuge -,071 ,121 ,297
Nacionalidad segundo cónyuge ,119 ,372 ,313
Demandante del proceso ,301 ,258 ,360
Fallo de la sentencia ,101 ,858 ,210

*  Método de extracción: análisis de componentes principales. Método de rotación: Varimax con normalización Kaiser.

Fuente: elaboración propia a partir de datos de la ENSD.

Es necesario advertir que la tenencia o no de hijos (primer componente), fallo de 
la sentencia (segundo componente), y la CA (tercer componente) son variables con 
bastante entidad en el análisis. La aparición de estas y su importancia ha sido algo 
contrastado en diversas investigaciones como las llevadas a cabo por Maccoby y 
Mnookin (1992), Cancian y Meyer (1998), Teachman y Polonko (1990) y Juby et al. 
(2005). Teniendo en cuenta su importancia, que la variable que refleja la existencia o 
no de legislación propia aparezca con este valor, indica realmente que es un aspecto 
relacionado y fundamental para comprender, en cierta medida, el por qué se otorga 
con más o menos frecuencia la modalidad de una custodia (exclusiva ya sea para madre 
o padre) u otra (compartida). Con el objetivo de comprobar que, efectivamente, la 
existencia de legislación propia es fundamental para comprender el por qué se puede 
asignar una modalidad u otra de custodia, se presentan los resultados del análisis de 
correspondencias, cuyo P-valor tras la aplicación del estadístico Chi-Cuadrado es ,000 
(ver gráfico 1).

Cataluña, Aragón, Comunidad Valenciana, País Vasco e Islas Baleares son las 
CC. AA. que, con bastante diferencia, más cerca se sitúan de la custodia compartida 
(gráfico 1). Patente queda, además, que el resto de CC. AA. se sitúan bastante alejadas 
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de la opción custodia compartida, encontrándose más próximas a la modalidad exclu-
siva, ya sea para la figura materna o paterna. Esto aporta mayor robustez a los resul-
tados obtenidos mediante el análisis factorial, pudiendo afirmarse que la existencia de 
legislación propia en materia de custodia compartida está bastante relacionada con la 
modalidad finalmente asignada. Por otro lado, es necesario remarcar las visibles y 
significativas diferencias entre las CC. AA. que la poseen y las que no. De esta forma, 
sería interesante comprobar qué sucedería en una comunidad autónoma con ley 
propia que sea posteriormente derogada. En este caso, la Comunidad Calenciana 
permite elaborar dicho análisis, como se verá más abajo.

Con respecto a la segunda hipótesis, queda validada que las CC. AA. con legisla-
ción propia en custodia poseen un mayor porcentaje de custodia compartida que las 
que no poseen ordenamiento propio. En el gráfico 2 se presentan los datos correspon-
dientes a la evolución de la asignación de la custodia en los diferentes territorios.

La modalidad de custodia compartida ha ido aumentando progresivamente en todas 
las CC. AA. La dirección de esta evolución puede encontrar explicación en cambios 
producidos a nivel cultural y, concretamente, en la transformación acaecida en el reparto 
de roles clásicos como señalan en sus estudios Solsona (2015) y Torres-Perea (2011). 

Gráfico 1.
Análisis de correspondencias modalidad de custodia y CC. AA.

Fuente: elaboración propia a partir de datos de la ENSD (2017).
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Otros aspectos como cambios en los tribunales o, incluso, la transformación de la menta-
lidad en una sociedad más informada, también tienen importancia, conjugándose de esta 
forma una amalgama de factores conducentes a dicho cambio. Aun habiendo ocurrido el 
aumento señalado, es preciso destacar que son precisamente las CC. AA. con ley propia 
como Cataluña, Comunidad Valenciana, Navarra, País Vasco y Aragón donde crece con 
más fuerza dicha modalidad, en gran medida auspiciada por dicha normativa. De nuevo, 
queda patente la importancia del impulso que otorga la presencia de legislación.

Esta realidad se reafirma si se analiza qué provincias son las que encabezan la asig-
nación de la custodia compartida (tabla 4). Seleccionando las cinco primeras, todas 
ellas pertenecen a CC. AA. con ordenamientos propios, como sucede con Cataluña, 
País Vasco, Aragón o C. Valenciana. El ranking está encabezado por Gerona, algo 
lógico entendiendo que Cataluña se sitúa a la cabeza de las CC. AA.

Tabla 4.
Provincias con el porcentaje más alto de custodia compartida

Custodia compartida por provincias Año 2017

Gerona 50,8
Álava 46,9
Teruel 45,5
Barcelona 45,4
Castellón 45,2

Fuente: elaboración propia a partir de datos de la ENSD.

Gráfico 2.
Evolución de la custodia compartida por CC. AA. (%)

Fuente: elaboración propia a partir de datos de la ENSD.
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Focalizando la atención en el total nacional, es cierto que la custodia compartida 
aumenta de forma significativa, pasando de un 9,6 % en 2007 a situarse en un 30,3 % 
en 2017. Este incremento se produce de forma desigual, precisamente debido a la apli-
cación en determinadas CC. AA. de legislación propia, como se comentó anterior-
mente. De esta forma, y para obtener información más concisa, en el gráfico 3 se 
presentan dos conjuntos de CC. AA. (aquellas que poseen regulación propia y las que 
no) para observar diferencias o similitudes de forma más clara.

Gráfico 3.
Evolución de la custodia compartida por conjunto de CC. AA. con y sin ley propia 
(%)

Fuente: elaboración propia a partir de datos de la ENSD.

La tendencia hacia la custodia compartida va en aumento, en general, aunque se 
atisba rápidamente una gran diferencia entre aquellas CC. AA. con legislación propia 
y sin ella. Es justamente a partir de 2010 cuando algunas de estas empezaron a aplicar 
regulación propia y, como se puede apreciar, lo hicieron con porcentajes de custodia 
compartida mayores al del resto de comunidades. Estas diferencias entre CC. AA. se 
deben, asimismo, a que el crecimiento de esta modalidad en las regiones de España 
con ordenamiento propio es mucho mayor al experimentado por aquellas que no lo 
poseen. El crecimiento en estas últimas se produce de manera más tardía y escalonada, 
suponiendo desde 2007 a 2017 un incremento de alrededor del 16 %. Atendiendo a 
estas CC. AA. se puede afirmar que, actualmente, se sitúan en el 24,5 % de custodias 
compartidas. En contraposición, el conjunto de CC. AA. con legislación propia arran-
caba en un 10,4 % (2007), y llega, diez años más tarde, a más del triple (37 %). 

Resulta interesante analizar los datos de forma más precisa para ciertos casos. En 
concreto, es importante destacar que en una comunidad autónoma sin presencia de 
ley específica sobre los regímenes de convivencia tras el divorcio, sí se registran unos 
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altos porcentajes de custodias compartidas. En concreto, el gráfico 4 ofrece los datos 
de Islas Baleares, que posee un incremento y porcentaje de custodia compartida supe-
rior al nacional.

Gráfico 4.
Evolución de la custodia compartida por conjunto de CC. AA. sin ley propia a excep-
ción de Baleares

Fuente: elaboración propia a partir de datos de la ENSD.

Las diferencias entre el conjunto de CC. AA. sin legislación propia a excepción de 
Baleares, y esta última, son muy significativas. El primer conjunto arranca en valores 
cercanos al 7,5 % en 2007 y se acerca al 22 % en 2017, con un incremento aproxi-
mado del 15 %. Por otro lado, Baleares se situaba en torno al 7,4 % en 2007, para 
encontrarse en 47,2 % en 2017, lo que supone un crecimiento abismal y muy diferen-
ciado en comparación con el primer grupo señalado. En términos absolutos, puede 
afirmarse que en los últimos cuatro años se han duplicado los casos en los que ambos 
cónyuges se reparten el cuidado de sus hijos, pasando de cerca trescientos casos a cerca 
de seiscientos (ENSD, 2013-2017).

Esto puede tener relación con el hecho de que en Islas Baleares la propuesta de 
legislación propia es algo que se contempla desde hace años. El Gobierno autonómico 
llegó a un acuerdo favorable para la tramitación de la proposición de ley de la custodia 
compartida en el año 2016 para la igualdad en las relaciones familiares ante la ruptura, 
bajo el nombre de «Ley de custodia compartida para la igualdad en las relaciones fami-
liares ante el cese de la convivencia de los padres». Sin embargo, la misma no prosperó 
al encontrar argumentos en contra sobre las competencias que se pueden regular y si 
entre estas se contemplaba el objetivo que legislar: las relaciones paterno-filiales.



136� José Jiménez-Cabello, Diego Becerril y José M. García-Moreno

Revista Española de Ciencia Política. Núm. 53. Julio 2020, pp. 119-142

Con respecto a la tercera hipótesis, queda parcialmente validada para el caso de la 
Comunidad Valenciana, donde se esperaba que la presencia de legislación propia hubiera 
favorecido el aumento de sentencias con custodia compartida, mientras que su derogación 
detuviera dicha progresión. Queda patente, tanto a nivel autonómico como provincial, 
que la custodia compartida ha ido aumentando de forma progresiva. En este primer 
nivel, el aumento se encuentra alrededor de 22 puntos porcentuales. En la esfera 
provincial, tanto Alicante y Castellón como Valencia han visto como esta modalidad 
ha ido aumentando, como mínimo un 20 %. 

Es preciso señalar que la evolución de la custodia compartida en la Comunidad 
Valenciana no difería de la del resto de España en los años noventa del siglo pasado. 
Es más, queda patente en 1991 que la Audiencia Provincial de Valencia se mostraba 
incluso contraria a la modalidad compartida, que percibía como una posibilidad nega-
tiva que iba a generar conflictos. A ello se une que la Fiscalía General había recomen-
dado en una instrucción de 1995 que los fiscales se opusieran a los regímenes de 
custodia compartida (Romero, 2010). No obstante, pronto comenzó a girar esta 
percepción y la propia Audiencia Provincial de Valencia otorgó en 1999 una custodia 
compartida que no se planteó en autos, sino que la otorgó de oficio, entendiendo que 
así se protegía de forma más adecuada el interés del menor (sentencia de 22 de abril de 
1999). En este sentido, es justo reconocer que la Audiencia Provincial de Valencia 
adoptó posiciones de vanguardia (Torres-Perea, 2011), que sin duda tuvieron su eco 
en las tendencias posteriores. En todo caso, la propia Fiscalía cambió su criterio, como 
confirma la Circular 1/2020 de 3 de enero (BOE de 28 enero de 2020) de la Fiscalía 
General, donde estableció la custodia compartida como el sistema prioritario.

Gráfico 5.
Evolución de la custodia compartida en la Comunidad Valenciana

Fuente: elaboración propia a partir de datos de la ENSD.

Sin embargo, se desprende cómo a pesar de la derogación de la ley, y observando 
la línea de tendencia, la custodia compartida continúa creciendo prácticamente al 
mismo ritmo. Hasta el momento, no parece existir modificación alguna en el criterio 



Revista Española de Ciencia Política. Núm. 53. Julio 2020, pp. 119-142

La relación entre reformas legales y la asignación de la custodia compartida en España…� 137

de la preferencia de la custodia compartida por la individual, a pesar de la anulación de 
la norma. Esto bien puede deberse a que el tiempo en el que ha estado activa ha contri-
buido a la creación de cierta tendencia. Con todo ello, sería interesante observar la 
posible inclinación que seguirá con la retirada de la ley para comprobar si es o no 
probable (con las precauciones necesarias) que se produzca un cambio en la tendencia 
del aumento de la custodia compartida en dicha región.

Como se indicó con anterioridad, la ley juega un papel importante, aunque no 
fundamental, como demuestra el caso valenciano. Aun habiéndose derogado la ley, la 
tendencia se inclina hacía el aumento, superando el 40 %. Por tanto, aunque esta ley 
ha pasado por un proceso polietápico, suspendiéndose cautelarmente para más tarde 
volver a estar vigente hasta su derogación definitiva el día 16 de noviembre de 2016, 
parece quedar latente un remanente en los juzgados. Esto bien puede deberse a que la 
concienciación y prácticas colectivas posibilitan la aplicación y designación en pro de 
la custodia compartida.

CONCLUSIONES

El presente artículo aborda las reformas legales que se inician en 2005 y que condi-
cionan el proceso de ruptura matrimonial, especialmente en lo que se refiere a la 
guarda y custodia de los hijos menores y/o dependientes. Además, se presta especial 
atención a lo que sucede cuando esta legislación se deroga, como es el caso de la 
Comunidad Valenciana. Si bien la asignación de la custodia de los hijos tras la ruptura, 
y muchos aspectos en torno a ella, han sido objeto de estudio desde diferentes disci-
plinas tanto a nivel nacional como internacional, en España no se encuentran muchos 
análisis sobre esta cuestión. Teniendo esto en cuenta, se hace uso de metodología 
cuantitativa mediante la explotación de datos secundarios que provienen de la Estadís-
tica de nulidades, separaciones y divorcios (2007-2017). 

La puesta en marcha de legislación propia por parte de diversas CC. AA. ha sido 
progresiva. Desde la aprobación de las respectivas legislaciones autonómicas, la moda-
lidad de custodia compartida ha ido aumentando en detrimento, esencialmente, de la 
exclusiva de la madre. Este aumento, aunque se observa de forma general a nivel 
nacional, ha despuntado mucho en las CC. AA. con legislación propia, pasando de un 
10,4 % en 2007 a un 37 % en 2017. Esto refuerza las conclusiones de diversas inves-
tigaciones. Así, por ejemplo, Allen y Brinig (2011) en su análisis del caso de Oregón, 
establecieron una fuerte influencia de los cambios legales sobre la asignación de la 
guarda y custodia. Otros trabajos que confirman el efecto de la legislación son los de 
Atteneder y Halla (2007) y Böheim et al. (2012), donde se comprueba el descenso 
de las custodias exclusivas a favor de la madre en Austria. 

Sin embargo, habría de cuestionarse el papel de la ley y su relación con la custodia 
compartida. Siendo cierto que la puesta en marcha de legislación propia conduce a un 
crecimiento de la custodia compartida frente a la custodia exclusiva, cabe destacar que 
la aprobación de dichas leyes autonómicas se ha producido precisamente en aquellas 
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CC. AA. donde esta modalidad ya era más alta, como son Cataluña, País Vasco, 
Aragón o la Comunidad Valenciana. Esto conduce a una cuestión sociológica bastante 
recurrente, planteada por Berger y Luckman (2003), sobre si la existencia de una ley 
tiene relación con el incremento de la modalidad compartida o, por el contrario, es la 
sociedad la que demanda la existencia de esa ley (en este caso con un porcentaje supe-
rior a la media nacional y que seguía aumentando). 

El papel de la ley y su relación con la asignación de custodias compartidas en la 
práctica conduce a abordar otra cuestión. Islas Baleares presenta uno de los porcen-
tajes más altos de custodia compartida (47,2 %) y su crecimiento ha sido bastante 
destacable en el periodo estudiado (39,8 % desde 2007 a 2017). A pesar de que este 
porcentaje de custodia compartida es de los más altos de España, y sitúa a las Islas 
Baleares a la cabeza, dicha comunidad autónoma no posee regulación propia sobre la 
guarda y custodia de hijos. Sin embargo, en los últimos años, y esencialmente desde 
2016, se viene planteando la aprobación de la misma en esta comunidad. De hecho, 
ese mismo año se plantea una proposición de ley de la mano del Grupo Parlamentario 
El Pi, titulada «Ley de custodia compartida para la igualdad en las relaciones familiares 
ante el cese de la convivencia de los padres».

Lo que se plantea, por tanto, desde un marco nacional y autonómico, es que las 
tendencias en la asignación de custodias ya parecían estar definidas, mientras que la 
aparición de diferentes disposiciones legislativas ha venido a confirmar ciertos compor-
tamientos y tendencias preexistentes. Es precisamente la Comunidad Valenciana la 
que ejemplifica este proceso. Esta comunidad autónoma ya contaba con niveles 
de custodia compartida por encima de la media nacional antes de la puesta en marcha de 
la ley. Hasta la aparición de la «Ley 5/2011, de relaciones familiares de los hijos e hijas 
cuyos progenitores no conviven», imperaba lo que disponía el Código Civil. Los 
puntos sobre los que se asentaba eran el principio de igualdad entre los progenitores, 
el derecho de cada menor a convivir con ambos y el principio de coparentalidad en el 
cuidado y educación de los menores. 

Esta ley fue suspendida, aunque dicha interrupción fue levantada hasta su aboli-
ción total a causa del recurso interpuesto por el Estado español, con sentencia de 16 
de noviembre de 2016. Sin embargo, prestando atención a cómo ha evolucionado la 
custodia compartida en esta comunidad, parece que esta ida y vuelta en la aplicación 
de la ley no detiene una tendencia ya existente antes de la aprobación de aquella. 
Desde 2007 la Comunidad Valenciana ha estado en la cabeza de las CC. AA. con 
mayor presencia de este tipo de custodia, agudizando su incremento por encima de la 
media nacional (en el primer caso, se pasó de un 18 % en 2007 a un 42,3 % en 2017, 
mientras que el segundo de un 9,2 % en 2007 a un 30,3 % en 2017). 

Por tanto, puede concluirse que la existencia de una ley parece estar relacionada 
con el aumento del porcentaje de custodias compartidas, aunque son precisamente las 
CC. AA. que tenían previamente porcentajes más altos de esta modalidad de custodia 
donde se producen dichos crecimientos. A partir de aquí, habría que tener en cuenta 
otras variables que no se han podido utilizar por la inexistencia o dificultad para 
encontrar datos o su difícil inclusión en el análisis realizado. Entre ellas se encuentra, 
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por ejemplo, las diferencias regionales en el régimen económico matrimonial, que 
establece por defecto la separación de bienes en lugar de los gananciales. Otro aspecto 
sería el económico: tal y cómo hemos señalado, en un trabajo previo (Becerril y 
Jiménez, 2017) se observan diferencias significativas atendiendo a la relación entre 
tipo de custodia y el PIB de cada comunidad autónoma. Además, las tasas de desem-
pleo y actividad tendrían igualmente relación con el régimen de guarda y custodia que 
se asigna. 

Queda patente que el otorgamiento de un tipo de custodia u otro depende de un 
amplio conjunto de variables, por lo que es necesario el análisis de todas. Este trabajo 
viene a completar la amplia bibliografía al respecto, tanto a nivel nacional (Spijker 
2012; Becerril, 2014; Flaquer, 2015; Ruíz y Alcázar, 2017; Becerril y Jiménez, 2017) 
como internacional (Teachman y Polonko, 1990; Maccoby y Mnookin, 1992), que 
hasta la fecha han desatendido la relación entre el aspecto legal y la asignación de la 
custodia compartida en términos generales y, más específicamente, el análisis porme-
norizado de las consecuencias de la puesta en marcha y posterior derogación de un ley, 
como el caso de la Comunidad Valenciana.

Este trabajo puede resultar de interés para diferentes ámbitos. Conocer la relación 
entre el aspecto legal y la custodia compartida puede ser útil para el planteamiento de una 
nueva legislación a nivel nacional o autonómico, a cuyo fin disciplinas como el derecho o 
la ciencia política pueden contribuir mediante el análisis de la creación y puesta en marcha 
de nuevas políticas públicas. Además, el análisis de estas variables aporta conocimiento 
sociológico sobre la relación de determinadas variables con la custodia compartida, 
realidad social emergente que ha ido aumentando de forma progresiva en España. Con 
todo esto, conviene reconocer las limitaciones que contiene el presente estudio. Al ser la 
Estadística de nulidades, separaciones y divorcios (INE) una de las pocas bases de datos 
completas y que provienen del Consejo General del Poder Judicial, se plantea la necesidad 
de una mejora en los datos, ya que sería muy útil y podría contribuir a superar las ahora 
presentes, como por ejemplo la indisponibilidad para conocer la edad de los hijos que se 
asignan en custodia, nivel de renta y educativo de los cónyuges, etc. Otra limitación, y 
propuesta de investigación futura, sería realizar un seguimiento de las custodias para 
observar cómo evolucionan en el tiempo y si se modifican o no.
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